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RESUMEN 

 

El presente examen complexivo pretende analizar mediante el estudio de un caso que el 

procedimiento abreviado vulnera el principio de no autoincriminación reconocido en la 

Constitución de la República, en el desarrollo del trabajo de investigación se establecerá 

que es el procedimiento penal abreviado, así mismo como segundo elemento se analizará 

la Sentencia N. 067-15-SEP-Corte Constitucional – Caso N. 0859-13-E, materia 

primordial del presente trabajo, como metodología para validar la investigación se utilizó 

el método a nivel empírico de expertos el cual está basado en las opiniones de 

conocedores del problema que se está investigando, se lo realizo a través de entrevistas a 

dos expertos en la materia, también se utilizó el experimento como método de 

investigación pues su realización puede incluir como instrumento la encuesta. Una vez  

expuestos los puntos antes mencionados, se comprobara la inconstitucionalidad del 

procedimiento abreviado ante la prohibición de no autoincriminación. 

 

Palabras claves: no autocriminación, procedimiento abreviado, inconstitucionalidad 
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ABSTRACT 

 

This complex examination aims to analyze by studying a case that the abbreviated 

procedure violates the principle of non-self-discrimination recognized in the Constitution 

of the Republic, in the development of the investigation work it will be established that it 

is the abbreviated criminal procedure, as well as second element will analyze Judgment 

N. 067-15-SEP-Constitutional Court - Case N. 0859-13-E, the main subject of this work, 

as a methodology to validate the investigation the empirical method of experts was used 

which is based In the opinions of connoisseurs of the problem that is being investigated, 

it was carried out through interviews with two experts in the field, the experiment was 

also used as a research method since its implementation may include the survey as an 

instrument. Once the points mentioned above have been exposed, the unconstitutionality 

of the abbreviated procedure before the prohibition of non-self-discrimination will be 

verified. 

 

Keywords: no self-discrimination, abbreviated procedure, unconstitutionality 
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Introducción 

El caso que nos ocupa en la presente investigación se basa en la tipificación del 

procedimiento penal abreviado en el Código Orgánico Integral Penal y de cómo este 

vulnera directamente derechos y principios constitucionales; consiguientemente la 

finalidad es determinar los vacíos legales que la legislación penal ecuatoriana presenta 

cuando se aplica el procedimiento penal abreviado con el requisito de emitir una 

confesión de culpabilidad que se resumiría en una autoincriminación yendo así en contra 

de lo que la Constitución de la Republica menciona en su artículo 77, numeral 7: “nadie 

podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar 

su responsabilidad penal”; el procedimiento abreviado es un proceso de reciente data 

que genera fuertes críticas y controversias en torno al problema de la autoincriminación, 

puesto que al momento de aceptar la culpabilidad para acceder al procedimiento penal 

abreviado estaría renunciando a su derecho a la defensa, derecho que es reconocido 

también por la Constitución.  

El Dr. Luis Alfaro Reyna menciona: “el derecho a la no incriminación deriva del respeto 

a la dignidad de la persona, que constituye una parte esencial del proceso en un Estado de 

Derecho; se configura como una de las manifestaciones del derecho de defensa y en 

particular, es el deber que impone la norma de no emplear ciertas formas de coerción para 

privar al imputado de su libertad de decisión como informante o transmisor de 

conocimientos en su propio caso; reside por ultimo en evitar que una declaración coactada 

del imputado pueda ser valorada como elemento de cargo en su contra” (Reyna, 2015, 

pág. 231). 

El procedimiento penal abreviado se la incorporo a la legislación penal ecuatoriana como 

una alternativa en los procesos penales y sobre todo para descongestionar la carga 
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procesal que el sistema judicial ecuatoriano presenta; se dio a conocer por primera vez en 

Ecuador con la vigencia del Código de Procedimiento Penal en 2001, lo cual permitía la 

transacción de los cargos y la pena en el proceso penal; en el 2009 se le cambio el nombre 

y se lo conocía como Procedimiento Simplificado, lo cual significaba una alternativa al 

Procedimiento Penal Ordinario; en 2014 con la vigencia del Código Orgánico Integral 

Penal se retomó otra vez el Procedimiento Penal Abreviado el cual se encuentra vigente 

en la actualidad en la legislación penal ecuatoriana. En virtud de los motivos expuestos 

la no autoincriminación denota en un principio una supuesta prohibición para que la 

persona que está siendo procesada de cualquier tipo de declaración que lo pueda 

comprometer penalmente, pero en la praxis eso no resulta cierto ya que la misma es una 

posibilidad o una opción que tiene la persona procesada cuando el fiscal le propone que 

se acoja al procedimiento abreviado. 

Ricardo Vaca se refiere al procedimiento abreviado como: “una nueva forma de buscar 

soluciones rápidas pero, al mismo tiempo, efectivas a los conflictos penales, originados 

en delitos de gravedad menor”  (Vaca, 2009). El procedimiento penal abreviado se 

caracteriza por la negociación que existe entre la Fiscalía General del Estado con el 

imputado, el fiscal encargado deberá exponerle una propuesta a la persona procesada para 

que de esa manera decida si la acoge o no; cabe mencionar que en la mayoría de casos las 

personas que están siendo procesadas se acogen sin conocimiento a este tipo de 

procedimiento pensando que saldrán de los problemas rápido, cuando no es así; en 

ocasiones ni siquiera tienen responsabilidad penal, pero por salir rápido de esa situación 

aceptan acogerse al procedimiento abreviado y no siguen con un proceso penal ordinario 

puesto que el sistema judicial penal no le brinda garantías; los procesados no piensan que 

al momento de acogerse a un procedimiento penal ordinario podrían en juicio ser 
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absueltos o ser declarados inocentes, pero por miedo a que eso no pase prefieren acogerse 

al procedimiento abreviado sometiéndose de esa manera aceptar la culpa vulnerando así 

derechos constitucionales como son el derecho a la defensa, derecho al silencio y sobre 

todo la prohibición de no autoincriminarse.  

“el procedimiento abreviado que es cuando un fiscal induce a una persona acusada 

penalmente a confesar su culpabilidad, y a renunciar a su derecho a un juicio, a cambio 

de una sanción penal más benigna de la que le seria impuesta si se declara culpable”. 

(Maier J., 2014). 

El procedimiento penal abreviado está clasificado como uno de los procedimientos 

especiales que el Código Orgánico Integral Penal contempla, en el artículo 635 menciona 

las reglas en las que deberá sustanciarse.  

“Art. 635.- El procedimiento abreviado deberá sustanciarse de conformidad con las 

siguientes reglas:  

1. Las infracciones sancionadas con pena máxima privativa de libertad hasta de 

diez años, son susceptibles de procedimiento abreviado.  

2. La propuesta de la o el fiscal podrá presentarse desde la audiencia de 

formulación de cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de 

juicio.  

3. La persona procesada deberá consentir expresamente tanto la aplicación de 

este procedimiento como la admisión del hecho que se le atribuye. 

4. La o el defensor público o privado acreditara que la persona procesada haya 

prestado su consentimiento libremente, sin violaciones a sus derechos 

constitucionales. 
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5. La existencia de varias personas procesadas no impide la aplicación de las 

reglas del procedimiento abreviado.  

6. En ningún caso la pena por aplicar podrá ser superior o más grave a la sugerida 

por el fiscal.”  

La inobservancia a las normas que la Constitución de la República emanan se pueden 

reflejar claramente, puesto que el procedimiento penal abreviado funciona apartado de la 

norma suprema al momento de la autoridad judicial emite su resolución, privando de la 

libertad a una persona directamente, sin que exista una prueba de por medio que lo 

implique por la comisión de dicho acto ilícito, solo únicamente se basa en la confesión o 

autoincriminación de la persona que está siendo procesada; este procedimiento se creó 

con el fin de acelerar los procesos judiciales a nivel nacional, pero lo único que ha logrado 

es que se vulneren derechos que la Constitución reconoce. 

La Corte Nacional de Justicia dentro del análisis de la resolución N. 02-2016 establece 

que el procedimiento penal abreviado es “un procedimiento especial dentro de la practica 

procesal penal ecuatoriana, el cual nace de una negociación o acuerdo entre el titular de 

la acción penal que es el fiscal y de la defensa del procesado, en relación al delito que se 

imputa, este se beneficia con una pena privativa de libertad la cual es menor a que podría 

obtener al someterse a un proceso ordinario.” (Corte Nacional de Justicia, 2016). 

El caso a estudiar es de tipo situacional puesto que se basa en el análisis de un evento en 

particular, el cual es la autoincriminación a la que está sujeta un procesado que se acoge 

a un procedimiento penal abreviado y se lo aborda desde diferentes puntos de vista, 

incorporando referentes y representaciones de diferentes fuentes de datos. 
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Se analizó la sentencia N. 067-15-SEP-CC de una acción extraordinaria de protección 

que se interpuso en la Corte Constitucional con el fin de que se revoque una sentencia de 

casación de la Corte Nacional de Justicia sobre un proceso que se lo llevo por vía 

abreviada, lo cual la Corte Constitucional basándose en la ley inadmitió puesto no existían 

derechos constitucionales vulnerados, más bien lo que pretendían era que se vulnere los 

derechos de las personas que se acogieron al procedimiento abreviado volviendo a 

juzgarlos cuando estos ya habían aceptado la pena.  

La sentencia de la Corte Constitucional emitida en Quito el 11 de marzo del 2015 en 

donde se analizó en que se basó jurídicamente la Corte Constitucional, mayor órgano de 

control constitucional en el país, para rechazar la acción extraordinaria de protección 

interpuesta por el director regional de Loja de la Procuraduría General del Estado, en 

contra del auto de inadmisión del recurso de casación expedido por la Sala Especializada 

de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, el 3 de abril de 2013 dentro del recurso de 

hecho N. 351-2013. 

El accionante en lo principal manifiesta que la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de 

Justicia de Loja negó el recurso de apelación interpuesto por la Procuraduría General del 

Estado en calidad de procurador común de los acusadores particulares mediante sentencia 

dictada el 18 de diciembre del 2012 a las 11:50 y resolvió confirmar la sentencia del a 

quo que acepto el procedimiento abreviado e impuso a los acusados la pena de 6 meses 

de prisión correccional y multa de 12 remuneraciones básicas unificadas, dentro del 

proceso penal de transporte ilegal de combustible.  

La vulneración de derechos dentro del procedimiento abreviado incide negativamente en 

la legitimización del mismo ya que es obligación del fiscal demostrar la autoría de los 

hechos por parte de la persona procesada y a su vez dentro del proceso garantizar que la 



 

8 

 

persona goce de su estatus de presunción de culpabilidad mas no de presunción de 

inocencia, el principio de inmediación dentro del proceso penal exige que exista relación 

directa entre las partes y los elementos de prueba para al momento de valorar exista una 

convicción, de esta manera el juez podrá demostrar su conocimiento a través de una 

observación más directa. 

La Corte Constitucional en la sentencia N. 1211-2005 manifiesta: “un participante 

provisto de derechos independientes que toma parte en el proceso, es decir, en un sujeto 

activo del proceso. Este papel de sujeto, hoy en día, esta reafirmado; pues la dignidad 

humana garantiza en la Constitución es intangible a un objeto involuntario” (Corte 

Constitucional , 2017). Este reconocimiento que hace la Corte Constitucional respeto a la 

dignidad humana no obliga a la persona procesada que contribuya a su propia condena 

puesto eso es lo que provoca el procedimiento abreviado.  

El procedimiento abreviado si bien trata de generar una economía procesal, lo hace a costa 

de vulnerar una serie de derechos y garantías constitucionales propias de las sociedades 

democráticas, sin embargo combate la incertidumbre de la persona procesada sobre su 

sentencia y cuáles serían las consecuencias que conlleva el cometimiento de cierto delito 

–dicho desde el articulado del Código Orgánico Integral Penal en delitos no mayores a 

10 años- establecido de esa manera tenemos ciertos resultados los cuales son positivos 

desde cierto punto de vista:  

1. Al ser un proceso el cual conlleva una sentencia en menor tiempo que otros 

procedimientos, descongestiona el despacho judicial. 

2. Celeridad para la ciudadanía que reclama por una efectiva administración de 

justicia. 



 

9 

 

3. Medidas alternativas a la solución de conflictos.  

Una vez que la persona que está siendo procesada se auto incrimina dentro del 

procedimiento abreviado, vulnera su derecho a guardar silencio, es decir; muchas veces 

es el acusado quien busca este común acuerdo en el cual reconoce el cometimiento de un 

delito sin que nadie lo induzca a ello, y al final termina aceptando la primera oferta que 

tena renunciando así a su derecho a guardar silencio y auto incriminándose aceptando los 

hechos facticos y todo lo que eso conlleva. 

Preguntas científicas y la idea a defender 

La interrogante que se plantea dentro de un contexto global al problema consiste en la 

siguiente:  

Las preguntas científicas son las siguientes:  

¿Qué es el procedimiento penal abreviado? 

¿Qué significa constitucionalmente la prohibición de autoincriminación?  

¿El procedimiento penal abreviado vulnera el principio constitucional de la no 

autoincriminación?  

¿Desde cuándo se aplican el procedimiento penal abreviado en la legislación ecuatoriana? 

¿Es factible acogerse al procedimiento abreviado sin que este vulnere derechos? 

Formulación del problema:  

¿Cómo influyo la Sentencia N° 067-15-SEP-CC de la Corte Constitucional en la 

importancia del procedimiento abreviado? 
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Objetivos  

Objetivo General 

Analizar la Sentencia N° 067-15-SEP-CC emitida por la Corte Constitucional, para 

establecer como influyó jurídica y doctrinariamente el procedimiento abreviado en ese 

caso. 

Objetivos Específicos  

• Fundamentar teórica y jurídicamente la importancia de la aplicación del principio 

de la no autoincriminación en el procedimiento abreviado. 

• Distinguir los elementos jurídicos más importantes de la sentencia N° 067-15-

SEP-CC. 

• Establecer la garantía de la motivación de la sentencia N° 067-15-SEP-CC emitida 

por la Corte Constitucional. 

Revisión De La Literatura 

Desarrollo 

El procedimiento penal abreviado es un mecanismo alternativo que se la creo en la 

legislación penal con el fin de contribuir a la economía procesal, dicha alternativa de 

solución de conflictos penales, pertenece a las nuevas tendencias del derecho procesal, 

que plantea reducir la violencia punitiva del Estado. 

Por lo general los investigadores de la historia del procedimiento abreviado pretenden ver 

en el derecho anglosajón el origen de la mencionada institución, ignorando que mucho 

antes de las referencias históricas a que ellos hacen alusión, surgieron los primeros 

esbozos de acortar la actuación del daño, reduciendo la controversia a una negociación 

entre el ofensor y el ofendido, cuya negociación, en un comienzo, fue directa entre uno y 
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otro y que luego tuvo carácter social cuando el “negocio” de la referencia fue 

sacramentado por la comunidad por intermedio de lo que hoy podría llamarse un juez. 

En Latinoamérica tenemos que la primera legislación en contemplar el procedimiento 

abreviado fue Argentina, en 1987 cuando Julio B. Maier elaboro el Proyecto de Código 

de Procedimiento Penal, que tomo como antecedente el proceso monitorio alemán, pero 

será en el nuevo Código de la Provincia de Córdova donde en forma destacada se 

desarrolla este procedimiento, que tiene  como características: a) acuerdo del tribunal, el 

fiscal y el defensor del imputado en cuanto a la selección del procedimiento, b) confesión 

llana del procesado, c) inexistencia de limite punitivo alguno para la procedencia de la 

vía abreviada, d) facultad del juzgador penal para omitir la recepción de prueba y e) no 

aplicación de pena más severa que la solicitada por el fiscal. 

Como referencia bibliografía está el libro titulado “Justicia Penal y Estado de Derecho” 

de Alberto Binder, el cual menciona: “el procedimiento abreviado deberá enmarcar 

conceptualmente el análisis de los mecanismos de simplificación (abreviación) del 

proceso, es necesario tener en cuenta que estos mecanismos siempre significaran: a) una 

modificación en la formulación y en la configuración de la política criminal; b) un nuevo 

punto de equilibrio en la dialéctica eficiencia-garantía; y c) una modificación del proceso 

de re definición del conflicto y de sus tres procesos subsidiarios: obtención de hechos, 

obtención de normas y obtención de valores”. (Binder, 2013). 

Este autor anexa características por las cuales se forma el procedimiento abreviado, con 

ello lo que quiere es establecer y expresar la naturaleza jurídica por la cual se aplica el 

procedimiento abreviado, es indispensable hacer un estudio sobre la política criminal que 

se aplicara al infractor confeso, porque con ello también se deberá buscar las herramientas 

o garantías que no vulneren sus derechos, porque con ello se regulara tres elementos 
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fundamentales los hechos que deberán conjugarse con la norma y los valores que deberá 

aplicar el infractor para poder ser sujeto de negociador de la pena. 

De la misma manera se toma como referencia se encuentra Jorge Zavala Baquerizo el 

cual expresa: “el procedimiento abreviado fue uno de las tantas desafortunadas 

instituciones que se incorporaron al Código de Procedimiento Penal vigente cuando un 

grupo minúsculo de abogados nacionales y extranjeros resolvieron por sí y ante si tratar 

de cumplir con el mandato foráneo de redactar el proyecto de un nuevo CPP para el 

Ecuador que estuviera de acuerdo con el concepto de globalizar las legislaciones 

americanas de acuerdo a un sistema anglo-americano. Cuando se presentó dicho proyecto 

no se le hizo una exposición de motivos que explicara los fundamentos que tuvieron sus 

redactores para elaborar tan inconstitucional proyecto, por lo que no nos es posible 

exponer el posible razonamiento que sirvió de excusa para adoptar el “procedimiento 

especial” denominado “procedimiento abreviado” (Zavala Baquerizo J. , 2008). 

Zavala Baquerizo indica que la tipificación del procedimiento abreviado constituye una 

de las más desafortunadas realidades que ha adoptado nuestra legislación pues resulta un 

tanto inaudita que se evite realizar el trabajo que deben hacer tanto los abogados 

defensores como los fiscales, más aun cuando la conceptualización de la figura jurídica 

mencionada es para que nuestra sociedad se encuentre enmarcada dentro de la perspectiva 

de las legislaciones americanas y así tener una globalización de legislaciones, sin embargo 

quien redacto dichas normas no tenían conocimiento de las consecuencias que puede 

producir el procedimiento penal abreviado.  

Para Juan Antonio Garrido define al procedimiento abreviado como: “figura jurídica 

como el juicio que se le hace a un imputado en donde se le impone una pena, por la 

comisión de un hecho de carácter penal, prescindiendo de la oralidad, la contradicción, la 
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publicidad y la producción de pruebas, previo a la conformidad entre el ministerio público 

y el imputado”  

De acuerdo a lo manifestado por el presente autor se indica que en nuestra sociedad con 

la aplicación del procedimiento abreviado se va a prescindir de la utilización de ciertos 

procedimientos siendo uno de ellos, la oralidad, contradicción, publicidad y finalmente la 

producción de pruebas, sin embargo desde varios puntos de vista se puede establecer que 

no están de acuerdo con la aplicación de este procedimiento por cuanto se vulnera otros 

derechos de mayor importancia que los principios contemplados en nuestra legislación, 

como son el derecho a la defensa y a la no autoincriminación, los mismos que se 

encuentran siendo objeto de vulnerabilidad con la aplicación del procedimiento 

abreviado.  

Una garantía que tienen todas las personas que están siendo juzgadas o ya han recibido 

una sentencia condenatoria es el ejercicio de principio de retroactividad de la ley penal y 

por ende la aplicación a su favor de la ley penal más benigna en favor del reo. Por lo que 

se puede asegurar que “la responsabilidad sobre la aplicabilidad de la ley más favorable 

al reo sería una apreciación exclusiva del juez sin perjuicio de escuchar a la persona 

procesada para que pueda dar su opinión al respecto de la aplicación de la ley más 

benigna” (Santillan Molina, A., 2015). 

La Convención Interamericana sobre Derechos Humanos en el artículo 8 numeral 1 

menciona: “toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 

un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial 

establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 

formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 

civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter” (Convencion Americana sobre Derechos 
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Humanos , 1969). Estos tratados deben cumplirse y respetarse, principalmente 

garantizarse en todo proceso tal y como nos indica la pacta suntservanda en el artículo 26 

“todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplidos por ellas de buena fe” 

(Convención de Viene, 1969).  

Y no solo eso, sino que la propia Constitución de la Republica establece en su artículo 

11, numeral 7 “el reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la 

Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los 

demás derechos derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y 

nacionalidades, que sean necesarios para su desenvolvimiento.” En función del cual se 

establece que se deben observar las garantías básicas en defensa o a favor de los derechos 

fundamentales de las personas, en este caso de la persona procesada. 

Procedimiento Penal Abreviado 

En Ecuador el Procedimiento Penal Abreviado se originó dentro de la reforma al Código 

de Procedimiento Penal, a través de la publicación del Registro Oficial N. 360 del 13 de 

enero del 2000, el mismo que entró en vigencia el 13 de julio del 2001, con este cambio 

ingresan dentro del sistema penal ecuatoriano diferentes figuras, entre esos el 

Procedimiento Abreviado al cual se lo ratificó en el Código Orgánico Integral Penal 

publicado en el Registro Oficial el 10 de febrero del 2014. Cabe señalar que la 

Constitución de Montecristi que data del 20 de octubre del 2008 en el Registro Oficial N. 

499, le dio mayor importancia a la tutela efectiva y a los principios de oralidad, 

dispositivo, inmediación, concentración, entre otros. Por lo que del sistema inquisitivo 

anterior se pasó al sistema acusatorio, pero al contemplar el Procedimiento Penal 

Abreviado en la legislación ecuatoriana se podría señalar que sigue teniendo un tinte 
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adquisitivo puesto que el Procedimiento Abreviado se sustenta en la autoincriminación 

del imputado. 

Este procedimiento se sustenta en la necesidad de que los juicios en materia penal tengan 

una respuesta eficiente y eficaz mediante procedimientos especiales; en el génesis del 

procedimiento abreviado por ser una figura jurídica nueva en el sistema penal ecuatoriano 

no era muy utilizada debido al temor del desconocimiento puesto que la Constitución 

garantiza el debido proceso, pero a medida que ha pasado el tiempo, los operadores de 

justicia lo empezaron a utilizar con el fin de disminuir carga procesal, en los delitos de 

acción pública que no excedan los 10 años es el proceso más utilizado, pero uno de los 

problemas de la aplicación de esta figura jurídica es que no existe unanimidad de criterios 

en cuanto a la aplicación muchas veces entre jueces, fiscales y defensores públicos lo que 

se puede prestar para una vulneración del debido proceso.  

Con la incorporación del procedimiento abreviado en Ecuador se ha pretendido 

compararlo con el sistema norteamericano o también conocido anglosajón que es el “plea 

bargaining” o “suplica negociada”, en la cual se comprueba una manera distinta de aplicar 

el derecho y de la trata de personas procesadas. Carolina Caza menciona al derecho 

anglosajón como el precursor de la institución del Procedimiento Abreviado, pero no deja 

de lado la época inquisitiva, por lo que enfatiza su ejecución con la aplicación de la ley 

de la tortura que provenía de la confesión deseada. Gracias a este sistema, el trabajo del 

juez se reducía, se eliminaba la búsqueda de la verdad histórica y se condenaba al 

procesado de forma inmediata. Cabe resaltar que la confesión era considerada como la 

reina de las pruebas, dando como resultado la abreviación de los procesos y cumpliendo 

así el axioma a confesión de parte, relevo de pruebas, lo que significa una liberación para 

la contraparte respecto de probar la culpabilidad del procesado. (2017, pág. 4). 
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En el sistema procesal de Estados Unidos, si es que se lo puede llamar sistema; tomando 

en cuenta que no existe un sistema como tal, sino 52 modelos, uno por cada Estado más 

el diseño federal, presenta la discreción de la acción penal como institución fundamental 

que se concreta en el plea bargaining, por medio de la cual hasta el 90% de los imputados 

se declaran culpables a cambio de beneficios penales.1 De esa manera se ha dado un paso 

desde el principio de oficialidad en la persecución de los delitos y la búsqueda de la verdad 

material, a las distintas formas de terminación anticipada del proceso con las instancias 

de negociación. 

Al respecto es bien elocuente Langer, quien afirma que: “al menos en dos sentidos, el 

sistema norteamericano presentaría rasgos inquisitivos: de acuerdo con la función que 

busca de forma mayoritaria, esto es, la obtención coercitiva de reconocimientos de 

culpabilidad de los imputados y, en cuanto al modelo normativo acuñado, puesto que si 

bien hay una serie de instrumentos internacionales que ayudan a delinear las 

características de un verdadero sistema acusatorio, el proceso penal que carezca de esos 

elementos distintivos; tales como el juicio, la contradicción, la oralidad, la publicidad; se 

aleja desde el punto de vista conceptual de ese modelo de enjuiciamiento penal” (Langer, 

2013).  

En el marco anterior de la discusión aparece el instituto de las negociaciones penales 

como uno de los mecanismos encaminados a evitar el proceso penal, frente a la utilización 

de este mecanismo las opiniones se encuentran divididas. Según Ferrajoli: “la justicia 

negociada trae como consecuencia necesaria el desconocimiento de las garantías propias 

de un sistema verdaderamente acusatorio y por ende se asemeja más al sistema 

inquisitivo” (Ferrajoli, 2005). Schunemann, desde la perspectiva alemana, ve un peligro 

 
1 Vid. CHRISTIE, NILS. La industria del control del delito. Buenos Aires, Editores del Puerto, 1993, p. 142. 
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latente en ese instrumento que es una clara expresión del sistema penal norteamericano y 

establece: “los principios de corte anglosajón chocan de forma abierta con los 

fundamentos del Estado de Derechos en materia penal y por ende, el trasplante de 

instituciones exógenas a países herederos de la cultura jurídica continental europea, puede 

aparejar graves problemas en su recepción acrítica” (Schunemann, 2002). Por su parte 

Langbein asevera que: “el recurso al plea bargaining se puede tornar muy peligroso en 

vista de su abuso, pues provoca situaciones que riñen con los postulados fundamentales 

que moldearon los constituyentes, esto es, un juicio rodeado de garantías procesales, para 

que el investigado pueda ejercer su defensa en igualdad de condiciones que el órgano 

fiscal.” (Langbein, 1979).  

Desde luego en el ámbito hispano parlante resulta elocuente la postura del argentino 

Gabriel Anitua, quien hace hincapié de los peligros de esta figura jurídica estableciendo 

que: (Anitua, 2013) “con ella se renuncia a la posibilidad constitucional de afrontar el 

juicio con las garantías que le son inherentes” (pág. 7) además enfatiza “que la única 

beneficiada con su operación es la pretensión punitiva, que logra reducir costos con la 

presión a los potenciales procesados para que negocien, a cambio de rebajas punitivas 

ostensibles, con lo cual se premia a quien no haga desgastar al sistema a costa de la 

renuncia a sus garantías constitucionales.” (Anitua, 2013).  

Por otro lado existen otras posturas que creen que las negociaciones son necesarias y hasta 

saludables, como considera la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos, pues 

entiende que ningún sistema penal podría hacer frente a la inmensa criminalidad en el 

mundo sin acudir a mecanismos utilitarios que contribuyan en su labor; esta postura esta 

defendida por Chiesa Aponte quien establece que: “hoy día se le acepta como un 

componente esencial de nuestro sistema de justicia criminal, y que, en el peor de los casos, 
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las negociaciones deben ser entendidas como una especie de mal necesario” (Chiesa, 

1992, pág. 638).  

Por todos los postulados anteriormente mencionados debe decirse que dado que los 

diversos estudios del proceso penal de los Estados Unidos concluyen que del ciento por 

ciento de noticias criminales, solo el diez por ciento llegan a juicio, mientras que el 

restante arreglan la vía de aceptación de culpabilidad, pero parece notorio que ese diseño 

de procedimiento diferente al ordinario no es el viable para un país como Ecuador cuando 

se piensa en las falencias que presenta la Fiscalía para negociar llegando al punto de la 

intimidación como mecanismo para que acepten la culpa, lo que podría constituir el 

engrosamiento de las prisiones, más aun cuando es la misma legislación procesal penal la 

que auspicia la práctica de negociaciones que rompen las garantías fundamentales propias 

de un Estado constitucional de derechos, porque prescinden del debido proceso 

establecido en la Constitución de la República. 

Principio de Presunción de Inocencia  

Los primeros pronunciamientos sobre la presunción de la inocencia datan en la época 

Romana con la influencia del cristianismo, pero esta se vio intervenida por las prácticas 

inquisitivas de la baja Edad Media. Así es, solo en la Edad Moderna que autores como 

Hobbes, Montesquieu y Beccaria, entre otros, reafirman este principio de manera que 

Beccaria establece que la presunción de inocencia es una garantía necesaria para los 

derechos del hombre, manifestando que: “un hombre no puede ser llamado reo antes de 

la sentencia del juez, ni la sociedad puede quitarle la publica protección sino cuando esté 

decidido que ha violado los pactos bajo los que fue concebida” (Beccaria, 1955). Según 

Luis Pérez, “en el sistema inquisitivo prerrevolucionario, el acusado no era considerado 

un simple sospechoso, más bien se le estimaba culpable, al cual le correspondía el deber 
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de destruir las conjeturas de culpabilidad, demostrando su inocencia, esto respondía a que 

en este modelo de enjuiciamiento se invirtió la máxima actori incumbit probatio lo que 

trajo como consecuencia natural” (Perez, 2018). 

Con la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano se constituye un hito 

para los Derechos Humanos tratando de ponerle fin al modelo de justicia penal represivo, 

fundado en el uso indiscriminado de la tortura como un medio valido para obtener 

información. El artículo 9 establece: “puesto que cualquier hombre se considera inocente 

hasta no ser declarado culpable, si se juzga indispensable detenerlo, cualquier rigor que 

no sea necesario para apoderarse de su persona debe ser severamente reprimido por la la 

ley.” (Declaración de los Derechos Humanos y del Ciudadano, 1789). El artículo 11 de 

la Declaración Universal de los Derechos Humanos en cuanto a la presunción de 

inocencia establece: “Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma 

su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público 

en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa” (ONU, 

1948).  

Si bien es cierto, existe la lógica de que el procesado es capad de renunciar 

voluntariamente a ciertos derechos, principios y garantías que lo protegen, en un Estado 

constitucional de derechos como se cataloga Ecuador, difícilmente podría tener 

compatibilidad este tipo de procedimientos especiales. El principio de inocencia o 

presunción de inocencia cuenta con varios detalles puesto que es considerada como una 

de las garantías básicas del debido proceso, así mismo impide que el procesado sea tratado 

como culpable durante el proceso penal y por último es necesario una sentencia 

condenatoria ejecutoriada para acabar con este principio. Por lo tanto, si una persona 

acepta la culpabilidad sin someterse a un juicio, se podría decir que no existiría un debido 
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proceso puesto que este gira en torno a la presunción de inocencia que tienen derecho 

todas las personas. Eduardo Bermúdez establece: “La garantía consiste en el derecho a 

ser tratado bajo el régimen de este principio y no como “presunto culpable” porque la 

culpabilidad debe probarse” (Bermudez Coronal, 2001, pág. 43).  

Miguel Aguilar en el libro de la Presunción de Inocencia Derecho Humano en el Sistema 

Penal Acusatorio menciona: “la presunción de inocencia y el esclarecimiento judicial de 

los hechos; son aspectos que constituyen el objeto de la prueba, en un sistema acusatorio 

que requiere la legitimidad de los medios para llegar al fin; por ello, las pruebas para ser 

valoradas y tomadas en consideración en el procedimiento, deberán ser obtenidas sin 

violación a los derechos humanos, con su respeto irrestricto en el desahogo en las 

audiencias bajo el principio de contradicción” (Aguilar Lopez, 2015). Se podría 

establecer que en el procedimiento penal abreviado es casi imposible la aplicación del 

principio de presunción de inocencia como regla probatoria, puesto que la única prueba 

que existe como tal, es la confesión del procesado, es decir la autoincriminación, de igual 

forma, la culpabilidad no llega a establecerse con certeza como establecen las leyes 

ecuatoriana, ya que en ciertas ocasiones el procesado acepta la aplicación de este 

procedimiento con el principal objetivo de obtener la libertad, así también de no tener que 

pasar por un proceso penal, por lo que toman la vía más rápida. 

Ramiro Ávila Santamaría establece: “el procedimiento abreviado rompe y viola todas las 

garantías del debido proceso conquistadas en más de doscientos años de derecho penal 

liberal. Ahora se admite la famosa máxima que era propia del derecho civil: “a confesión 

de parte, relevo de pruebas”, se atenta contra el principio que fue la principal arma contra 

la tortura en el proceso, que es la prohibición de autoinculpación” (Avila Santamaría, 

2013). Pero por otro lado Santiago Marino Aguirre manifiesta su aprobación a este 
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procedimiento por: “constituirse como uno de los elementos que permiten una eficaz 

concentración de los recursos y de los operadores de justicia para aquellos delitos que si 

son importantes, los graves y proporcionan un ajuste ideal a aquel fenómeno que llama 

inflación penal”. (Aguirre, 2001). A criterio personal cabe mencionar que todos los delitos 

son graves, no hay menos graves que otros, lo que si hay es unos con mayor pena o con 

menor pena, pero a la final todos son delitos graves, si no fuera así no fueran delitos, sino 

contravenciones como tal. La violación a las garantías del debido proceso y principios 

constitucionales son el mayor problema que tiene el procedimiento abreviado puesto que 

no solo se vulnera el principio de presunción de inocencia, sino también el de la 

prohibición de autoincriminación, el de contradicción, entre otros. 

El minino indicio de indicios probatorios de cargo supera a toda costa el enunciar 

únicamente como los elementos de cargo obtenidos hasta el momento del sometimiento 

del procedimiento abreviado, puesto que en un Estado constitucional de derechos y 

justicia es indispensable la determinación de la culpabilidad más allá de toda duda 

razonable. 

Prohibición de autoincriminación 

“Nemo tenetur se ipsum accusare”, nadie está obligado a declarar contra sí mismo. 

Ecuador es un Estado constitucional de derechos como menciona la Constitución de la 

Republica en su artículo 1 “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, 

social, democrático, soberano, independiente, unitario, plurinacional y laico” lo que 

significa que los ciudadanos que forman parte de ese Estado tienen garantías y derechos, 

entre esos esta garantizar sus derechos fundamentales frente al poder punitivo del Estado 

y sobre todo el derecho al debido proceso, a ser juzgado justamente, dentro del debido 



 

22 

 

proceso consta el principio de prohibición de autoincriminación, ahora; es menester saber 

si ese principio se cumple dentro del procedimiento penal abreviado.  

La Constitución Española haciendo referencia al principio de no autoincriminación en el 

artículo 24, numeral 2, menciona lo siguiente: “todos tienen derecho al juez ordinario 

predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la 

acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con 

todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no 

declarar contra sí mismos, a no confesarse culpable y a la presunción de inocencia.” 

(Constitución Española, 1978). El principio de prohibición de autoincriminación no ha 

aparecido de la noche a la mañana en las sociedades, sino se estableció a consecuencia de 

una serie de factores y procesos que van originalmente desde aquellas instituciones 

procesales distintas a lograr la confesión del reo, siendo estas altamente lesivas contra los 

derechos fundamentales. 

En un sentido genérico, nadie puede actuar en contra de sí mismo, por lo cual se puede 

establecer que este principio nació a consecuencia de la abolición de todas las 

instituciones de corte inhumano como las que se daban en los métodos de forzamiento y 

accionar al declarante; por lo que se ubica su aparición en la línea de tiempo del 

movimiento humanizador del siglo de las luces en toda Europa. 

La autoincriminación como acción de defensa se deriva de los principios de inocencia, 

defensa, carga probatoria, que a su vez permiten que nazca el principio de no 

autoincriminación; en cuanto a si es suficiente la declaración del procesado en su contra 

sobre los hechos facticos, se puede establecer que no, ya que es de suma importancia para 

la contribución del debido proceso la recopilación de otros medios de prueba para así 

llegar a la verdad y de esa forma romper el principio de inocencia. Roxin señala cuatro 
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situaciones que pueden vulnerar el consentimiento libre del procesado para acogerse al 

procedimiento abreviado: “que se encuentre bajo prisión preventiva, engaño u 

ofrecimiento de una sentencia más favorable, amenazas con venganzas y entrega de 

estupefacientes que alteren la toma de decisiones” en relación a lo antes referido cabe 

mencionar que aquellos procesados que se someten al procedimiento abreviado cuentan 

con prisión preventiva, por lo que muchas veces buscan de manera desesperada la libertad 

o al menos la determinación de la pena. (Roxin, 2005). 

Como se ha mencionado anteriormente, el procedimiento abreviado versa sobre una 

negociación, la cual implica la autoincriminación; se supone que la negociación debe 

realizarse entre iguales pero ¿realmente es entre iguales? ¿realmente el fiscal y el 

procesado se encuentran el igualdad de condiciones? Claramente se puede establecer que 

no puesto que el fiscal es el representante principal de la Fiscalía General del Estado la 

cual vela por el cumplimiento de los intereses de la sociedad y cuenta con un poder mayor 

en referencia del procesado, quien por lo general lo único que quiere es la libertad o que 

se le acorte la pena, por lo que hay una clara desproporción y además el fin de dicho 

acuerdo es que el procesado renuncie a todos los derechos que le otorga el debido proceso. 

La negociación tiene su eje principal en la pena significativamente menor a la establecida 

dentro de un juicio ordinario. El acuerdo se realiza siempre entre el procesado que es 

asistido por su defensor.  

Las ventajas propuestas en cuanto a la aplicación de la negociación en el proceso penal 

versan en torno a la celeridad del proceso, no obstante las principales garantías al debido 

proceso quedan mitigadas. En la praxis no es menos cierto que prima la aceptación del 

hecho factico y el acuerdo con Fiscalía para recrear el veredicto final que siempre es la 

condena del procesado.  
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¿El procedimiento penal abreviado vulnera derechos constitucionales? 

Particularmente se vulnera el derecho de estado de inocencia de la persona, porque a 

través de una simple declaración de la persona procesada puede surgir una condena y esta 

sea aplicada, vulnerando así el principio de esta de inocencia, el derecho a guardar 

silencio que está establecido en la Constitución de la Republica en el artículo 77 numeral 

7 literal b que expresa: “acogerse al silencio”, e incluso el procedimiento abreviado 

vulnera el principio de no autoincriminación, porque bajo la presión que tiene el 

procesado muchas veces termina aceptando que ha participado en un delito y además lo 

acepta con el fin de salir rápido del problema.  

También se vulnera derechos como el de la defensa puesto que al aceptar el trato con el 

fiscal, el defensor del procesado no podrá alegar más nada, limitándose por las 

circunstancias a decir que su defendido si ha cometido un delito y que por tal razón 

aceptan acogerse al procedimiento abreviado, afectándose así los principios de eficacia y 

eficiencia en la administración de justicia por cuanto el imponer una pena no es ser eficaz 

y no es ser eficiente en la administración, puesto no busca la verdad de los hechos solo se 

enfoca en el acuerdo fiscal – procesado. Hay que considerar que existe vulneración al 

derecho a la igualdad que deben tener los sujetos procesales dentro de una causa, por 

cuanto la fiscalía actuaria con ventaja frente a la persona procesada en el momento que 

sin pruebas obtiene una sentencia condenatoria solo con la declaración que hace la 

persona procesada indicando que el sí participo en el hecho, bajo estas consideraciones 

no se puede decir que en el procedimiento abreviado cumple con el debido proceso puesto 

vulnera muchos principios del mismo, además de que el debido proceso penal es aquel 

que se inicia, se sustancia y se concluye con las normas previstas y establecidas en la 

Constitución de la Republica y en el Código Orgánico Integral Penal.  
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La práctica de la prueba no se da en el procedimiento abreviado, y con eso se violenta la 

máxima jurídica de que solo después de la práctica de la misma se puede definir si esa 

prueba a enervado el estado de inocencia de una persona y por tal razón se dicte una 

sentencia condenatoria que sea proporcional al bien jurídico que ha afectado, en este caso, 

jamás se podría hablar de un justo y debido proceso penal. Zavala establece: “el 

mencionado procedimiento no tiene las motivaciones que se encuentran en los otros 

procedimientos especiales, esto es, en razón de la persona acusada, o en razón de la 

función administrativa que ejercía al momento de cometer el delito, o en razón de la 

naturaleza del ejercicio de la acción, sino que se trata de un “negocio judicial” que celebra 

el ministerio público con el justiciable con la aprobación del juez” (Zavala Baquerizo J. , 

2004). 

Otro de los principios constitucionales que se vulneraria es el de contradicción puesto que 

es importante que exista una etapa de prueba en todos los procesos judiciales, la 

declaración de culpabilidad, lo ideal sería que la declaración de culpabilidad se 

demostraría mediante la presentación y evaluación de las pruebas pertinente para cada 

caso, por tal razón, la reina de las pruebas no sería solo la aceptación del hecho factico, 

en cuanto al principio de contradicción, las partes durante el proceso podrán ejercer el 

uso de presentación y refutación de los medios de prueba, así la presunción de inocencia 

se desmontaría mediante el ejercicio de la prueba con la verdad material. Existe por lo 

tanto un gran problema con la aplicación del procedimiento abreviado puesto que si bien 

constituye una herramienta utilitaria; la transgresión de los derechos del procesado, no 

son compatibles con un modelo garantista de derechos. A pesar de lo antes referido, los 

países anglosajones utilizan en la mayor parte de los casos la negociación penal para así 

terminar de una manera rápida aquellos mal llamados procesos; es decir que se convierten 



 

26 

 

en un proceso sin proceso como lo cita Julio Montañez. (Montañez, 2013). Además es 

menester mencionar que los derechos constitucionales de la víctima también se ven 

vulnerados con la aplicación del procedimiento abreviado, puesto no puede hacer uso de 

sus derechos y principios establecidos en la Constitución como el principio de 

contradicción antes mencionado, por otra parte si bien existe la reparación integral para 

con las víctimas no siempre esta se cumple, por lo que se podría decir que la justicia no 

existe para todos, igualmente el no tener una posición de parte procesal es una restricción 

que desvanece los derechos de la víctima e incumple con la justicia restaurativa que 

establece la Constitución. 

Sentencia N. 067-15-SEP-Corte Constitucional – Caso N. 0859-13-EP 

Antecedentes – Corte Provincial Loja 

En la Sala Multicompetente Décimo Octavo de Loja se conoció un proceso penal signado 

con el número 11121-0288-2012 por transporte ilegal de combustible, el cual fue seguido 

por Fiscalía de Loja, por el Director Regional de Contraloría General del Estado en Loja, 

por el Coordinador General de Patrocinio de EP. Petroecuador  en contra del Sr. Cordova 

Elizalde Henry, Paladines Maza Adelmo, Vega Roman Ronmel, Bedoya Naula Estuardo; 

el juez de primera instancia acepta el procedimiento abreviado de los imputados por lo 

que declara la culpabilidad  del delito antes mencionado y les impone a cada uno, una 

pena de seis meses de prisión correccional. El fiscal solicita ampliación, mientras que el 

Director Regional de la Procuraduría General del Estado en Loja solicita el recurso de 

apelación por admitir el procedimiento abreviado. En segunda instancia ya en audiencia 

la Procuraduría General manifiesta: “este proceso penal que se ha dictado sentencia a 

través de un procedimiento alternativo como es el abreviado, la Procuraduría General del 

Estado ha presentado recurso de apelación a la sentencia dictada por el primer Tribunal 
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de lo Penal que acepta un procedimiento abreviado.” Mientras tanto uno de los abogados 

de Procuraduría manifiesta: “La Procuraduría General del Estado ha presentado el recurso 

de apelación al procedimiento abreviado y la posición de la Procuraduría es en primer 

lugar defender los derechos e intereses del Estado Ecuatoriano. La Procuraduría no se 

opone a la aplicación del procedimiento abreviado que al contrario está de acuerdo pero 

considera que esto debe mantenerse dentro de un marco de legalidad, sin olvidar el objeto 

del procedimiento abreviado, que los señores acusados han aceptado el cometimiento del 

delito”. La Procuraduría está apelando porque según creen el procedimiento penal 

abreviado no fue aplicado de la manera correcta, pero si acepta que los acusados están 

aceptando los hechos facticos, por lo que por esa razón también atenúan la pena de los 

procesados, la Procuraduría cree que los procesados debieron culparse más de los hechos 

facticos puesto que la confesión que ellos dieron no estuvo acorde para poder aplicar el 

procedimiento abreviado ya que no confiesan por quienes fueron mandados puesto que 

los acusados en su confesión mencionan que les pagaron para cometer el delito pero no 

saben el nombre de esa persona, así mismo reclaman que no se haya hecho uso del 

principio de contradicción que la ley le faculta a las dos partes dentro de un proceso. Por 

lo que se le concede la palabra a fiscalía la cual responde: las atenuantes que consideró la 

Fiscalía para la modificación de las penas dispuestas en los numerales 6, 7 y 10 del Art. 

29 del Código Penal. Se le concede la palabra otra vez al abogado de Procuraduría el cual 

manifiesta: “al tratarse de un tema tan delicado de transporte de combustibles, la 

procuraduría considera que es improbable que no sepan de quien se trata el combustible 

y que no hay documentos, además que se detiene no a una persona o un carro sino de 

alguna manera un comboy organizado, por lo que no creen que no conozcan la identidad 

de la persona que los contrato.” Así mismo la Procuraduría se refiere a que el Fiscal solo 
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se fijó en las atenuantes y no en las agravantes como que escogieron la noche y el 

despoblado para cometer el delito, por lo que Fiscalía responde: en la audiencia de 

procedimiento abreviado donde se concedió la admisibilidad en el Tribunal, en dicha 

audiencia la Procuraduría, La Agencia de Regulación y Control de Hidrocarburos, en 

calidad de acusadores particulares, la objeción de ellos respecto a la admisibilidad del 

procedimiento abreviado se sustentó únicamente en que existía una agravante que era que 

el delito se lo cometió en pandilla, jamás argumentaron falta de colaboración, o que fue 

una declaración espontánea y que fue realizado en la noche, el único punto que sustento 

fue el del delito cometido en pandilla que ese hecho ya se discutió y sustento por parte de 

la Fiscalía y que se encuentra en la sentencia que se encuentra motivada. Uno de los jueces 

de la Corte Provincial pregunta en base a la audiencia se desprende que Procuraduría 

estuvo de acuerdo en la aplicación del procedimiento abreviado, como representante del 

Estado, quiere decir que no cuestiono la pena de seis meses. Para lo que Fiscalía responde: 

“que la sentencia advierte, inclusive hay escritos que comparecen Procuraduría 

reconociendo a la Fiscalía como titular de la acción pública, por lo que la objeción la hizo 

respecto a la multa pecuniaria, que le sorprende que en esta audiencia hayan agravantes 

distintos a los que alegaron en la audiencia de procedimiento abreviado”  por último los 

abogados de los procesados mencionan lo siguiente en cuanto a la postura de la 

Procuraduría General del Estado al apelar la sentencia por procedimiento abreviado: que 

hay desacuerdo entre el propio Estado, que en materia de derecho de castigar la 

Constitución ha establecido claramente cuál es el órgano que lleva adelante la acción 

penal. La Fiscalía en el sistema acusatorio que rige en el país, es el órgano encargado de 

prevenir en el conocimiento de los delitos en sus etapas procesales. Que se observa con 

sorpresa que la procuraduría en un alegato absolutamente contradictorio e incongruente 
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por un lado digan en la primera audiencia no oponerse a la aplicación del procedimiento 

abreviado pero luego en segunda instancia digan otra cosa, que las contradicciones son 

graves y sobre todo inexcusables desde el punto de vista que se está hablando de los 

abogados del Estado, que la Fiscalía General del Estado como órgano titular de la acción 

penal le entrega bajo el criterio de que es un órgano responsable, serio y que defiende la 

legalidad, le entrega la facultad privativa exclusiva de negociar la pena por tal razón la 

pena no podrá ser mayor a la sugerida por el fiscal por lo que no se entiendo al Estado 

ecuatoriano que a través de sus abogados le piden al juez que viole la ley. Por lo que al 

momento de resolver entre los jueces de la Corte Provincial de Loja hay diferentes 

criterios, existe un voto salvado pero la mayoría del tribunal decide no admitir el recurso 

interpuesto. El voto salvado manifiesta que en el caso han existido agravantes y por lo 

tanto la pena manejada por fiscalía y aceptada por el juez es una pena ilegal, mientras que 

la mayoría del tribunal en sentencia consideraron ya se estableció como política la 

aplicación prioritaria de salidas alternativas y procedimientos especiales establecidos en 

el Código de Procedimiento Penal para lo cual los operadores de justicia deberán, 

obligatoriamente, aplicar el protocolo establecido en la resolución que dispone: recibida 

en el tribunal la resolución del juez de garantías de someterse el caso a procedimiento 

abreviado se convocará a audiencia para resolver o no la adopción de la pena la cual se 

llevara a cabo dentro de las 72 horas siguientes que se cumplieron todos los requisitos 

para la admisión del procedimiento abreviado y que el procesado acepto libre y 

voluntariamente, si no cumple con los requisitos se devolverá al juez de garantías para 

que se cumpla con el procedimiento ordinario, en el caso actual la sala consideró que se 

ha seguido al tenor literal los parámetros de lo antes mencionado, por esas razones la sala 

considera que los apelantes no demostraron la existencia de agravantes que impidan 
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modificar y reducir la pena al tenor, por lo que consideran que la pena impuesta por el 

Tribunal de Garantías Penales de Loja es Constitucional y Legal. (Causa 1112120120288, 

2012).  

Resolución Corte Constitucional  

La Procuraduría General del Estado presenta una acción extraordinaria de protección 

alegando que se le negó el derecho de recurrir a la Corte Nacional de Justicia con el 

recurso de casación, el cual fue negado por la Sala Penal de la Corte Provincial de Justicia 

de Loja por haber sido interpuesto extemporáneamente, por lo que la Sala de lo Penal de 

la Corte Nacional de Justicia resolvió inadmitir el recurso de casación y por ende el de 

hecho por ser indebidamente interpuesto. Los argumentos de los accionantes es: “el auto 

de inadmisión del recurso de hecho dictada por la Sala Especializada de lo Penal de la 

Corte Nacional de Justicia del 3 de abril de 2013; cuanto el auto que deniega el recurso 

de casación dictada por la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia 

de Loja, del 18 de febrero de 2013, vulnera gravemente los derechos consagrado en la 

Carta Fundamental del Estado” los derechos constitucionales que el accionante considera 

vulnerados son: el debido proceso en las garantías de motivación y recurrir los fallos, la 

seguridad jurídica, y el principio de jerarquía normativa, establecidos en los artículos 75, 

76 numeral 7 literales l y m, 82 y 425 de la Constitución de la Republica, por lo que su 

pretensión concreta es que en sentencia se resuelva lo siguiente: que se declare la 

vulneración de los derechos constitucional al derecho a la defensa, el derecho a recurrir, 

del derecho de contar con medios técnicos, que se declare procedente la acción 

extraordinaria de protección, que se dejen sin efecto los autos dictados por la Corte 

Nacional y por efecto el de la Corte Provincial de Justicia de Loja y que se declare el 

derecho a la reparación integral que incluirá la garantía clara, expresa y exigible de no 
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repetición del acto u actos procesales violatorios de derechos y garantías constitucionales 

a cargo de la Corte Nacional de Justicia y de la Corte Provincial de Justicia de Loja. Por 

lo que los accionados en este caso; jueces nacionales de la sala de lo penal de la Corte 

Nacional de Justicia responden: “el legítimo activo en esta acción constitucional, no ha 

logrado de ninguna manera demostrar que se haya irrespetado la seguridad jurídica, ni el 

derecho a la defensa, que nosotros los juzgadores observamos como elemento sine qua 

nom, en todo proceso judicial, más aun tratándose en materia penal, establecidas en el 

artículo 76 numeral 7 de la Constitución de la Republica, garantías estas que han sido 

observadas en todo momento por este tribunal de casación. Por lo que la Corte 

Constitucional estudiando todos los elementos necesarios examina si se vulnero el 

derecho a la tutela judicial efectiva, el debido proceso en las garantías de la motivación y 

a recurrir el fallo, la seguridad jurídica establecidos en los artículos 75, 76 numeral 7 

literales l y m, y 82 de la Constitución de la República. Para lo cual establece lo siguiente: 

“el caso sub júdice deviene del proceso de casación número 0323-2013, que tiene como 

antecedente la causa penal por “transporte ilegal de combustible” en el cual se negó el 

recurso de casación por extemporáneo, el accionante eso arguye como causa de 

vulneración de derechos constitucionales a la tutela efectiva, el debido proceso.” por lo 

que la Corte no observa que existan vulneración de los derechos alegados por el 

accionante y que los mismos han sido cumplidos en conjunto en el proceso y reflejados 

en la decisión judicial que se impugna pues estos derechos se encuentran vinculados 

constitucionalmente en el título II capítulo VIII de la Constitución, como derechos de 

protección constitucional necesario para la realización de la justicia y que el accionante 

los ha ejercido directamente y como procurador común de los acusadores particulares, la 

tutela judicial se efectivizo con el acceso a los órganos de justicia ordinaria, tanto en la 
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instancia de apelación e incluso en la de casación con lo que también se materializo el 

debido proceso al recurrir al fallo, por lo que la Corte Constitucional no encontró 

vulneración a la tutela efectiva judicial ni al debido proceso, en cuanto a la motivación la 

Corte Constitucional manifestó que observan que los jueces invocan y sustentan su 

decisión en normas infraconstitucionales competentes que exponen en sus sentencias por 

lo que la decisión de la Corte Constitucional en la acción extraordinaria de protección 

presentada en el caso antes mencionado es declarar que no existió vulneración de 

derechos constitucionales y negar la acción extraordinaria de protección. (Sentencia N. 

067-15-SEP-CC, 2015).  

Análisis del caso práctico estudiado  

Del caso estudiado se pudo establecer que los procesados se acogieron en primera 

instancia al procedimiento abreviado colaborando con la fiscalía de manera que se le 

bajara la pena aceptando la culpa; a los procesados por acogerse al procedimiento 

abreviado les dieron una pena de 6 meses, por lo que la Procuraduría General del Estado 

como acusador particular presente el recurso de apelación a la sentencia de procedimiento 

abreviado, en segunda instancia el fin de la Procuraduría General del Estado es que se 

aumente la pena de los procesados, siendo algo ilógico puesto que en la sentencia de 

primera instancia ellos están de acuerdo con los 6 meses, pero luego dicen que no han 

prestado la colaboración necesaria, es decir que la Procuraduría pretendía que se vulnere 

derechos de los procesados puesto que estos ya habían aceptado la culpa de los hechos 

facticos, lo cual hace que se configure el procedimiento abreviado.  

Recordemos que el artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal en el numeral 3 es 

claro y establece: “la persona procesada deberá consentir expresamente tanto la aplicación 

de este procedimiento como la admisión del hecho que se le atribuye.” Los procesados 
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del caso en mención aplicaron de manera correcta este numeral por tal razón se 

configuraba para poder llevar a cabo dicho procedimiento abreviado.  

Además lo grave aquí es que la Procuraduría pretendía irse en contra de norma expresa 

al pretender que en segunda instancia se le impongan agravantes a los hechos facticos 

realizados por los imputados, con el argumento de que el fiscal no los había tomado en 

cuenta, pero ellos debieron hacer uso correcto del derecho a la contradicción y oponerse 

a la pena sugerida por fiscalía en ese momento, no luego en segunda instancia, peor aun 

cuando en primera instancia manifestaron que si estaban de acuerdo con la pena impuesta 

por el fiscal.  

Recordando que el numeral 6 del artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal 

menciona: “en ningún caso la pena por aplicar podrá ser superior o más grave a la sugerida 

por la o el fiscal” por tal razón se argumenta que el fin de la Procuraduría en segunda 

instancia era empeorar la situación de una persona que ya ha aceptado su culpa, es decir 

se ha autoincriminado, ha perdido su derecho a guardar silencio, ha perdido su estatus de 

inocencia y aun así a la Procuraduría General del Estado no le importó y quería seguir 

con el proceso hasta las últimas instancias y así fue como llego a la Corte Constitucional 

con una acción extraordinaria de protección pero después de los análisis realizados por la 

Corte Constitucional se llegó a la conclusión de que no existió vulneración de derechos 

como mencionaron puesto que el recurso de casación que quisieron presentar los 

abogados del Estado era extemporáneo. 

Método De Investigación  

La metodología a aplicar consistió en un estudio exploratorio y de diagnóstico, dado que 

se trata de reconocer y evaluar la realidad jurídica de como el procedimiento penal 

abreviado no es una salida alternativa de un problema judicial como se lo expone, sino 
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que muchas veces este proceso puede ser también una vulneración directa a derechos que 

la Constitución de la Republica reconoce. Es así que el desarrollo de la investigación trata 

de recolectar datos mediante entrevistas a juristas conocedores del Derecho Penal.  

La metodología aplicada a este trabajo incluye los siguientes aspectos:  

• Enfoque de la investigación: Mixto, pues utiliza lo cuantitativo como la 

recolección de datos jurídicos y lo cualitativo como las entrevistas a juristas.  

• Tipo de investigación: Descriptiva, puesto que se basó en una realidad. 

• Método de investigación: Deductivo- Inductivo, pues trató de comprender el 

objeto de estudio de lo general a lo particular y a partir de la observación de la 

realidad. 

• Técnicas de investigación: Revisión de libros, documentos y bibliografías, 

observación directa, con fuentes fidedignas. 

• Instrumento de medición: Entrevista y encuestas. 

• Variables de la investigación:  

o Dependiente: Procedimiento Penal Abreviado  

o Independiente: Principio de Prohibición de No Autoincriminación 

Población y Muestra  

Una de las etapas más relevantes de una investigación científica es la concepción de la 

estrategia investigativa puesto que es aquí donde el investigador define el procedimiento 

para acceder a los datos para así procesarlos y analizarlos, haciendo una validación de 

igual forma del tema que se estudia. Según Land, Marchel y Wathe, la población es: “el 

conjunto total de elementos que poseen características comunes y que se incluirán en el 

estudio.” (Gomez, 2017), la muestra por su lado es “subconjunto de elementos que 

fielmente representan la población”. (Gomez, 2017). 
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Análisis e Interpretación de Resultados 

La encuesta se la realizó en la Unidad Judicial Penal de Guayaquil de la Florida, que de 

08h00 a 12h00, por lo general concurren aproximadamente 100 abogados de acuerdo al 

Sistema de Turnos a esa hora por lo que el universo para la encuesta realizada tuvo una 

población 100, con un nivel de confianza del 95% y en margen de error del 9%, por lo 

que el tamaño de la muestra para realizar la encuesta fue de 55; es decir, se encuesto a 55 

abogados en el libre ejercicio para así poder validar la información del tema de 

investigación. 

 

POBLACIÓN 100 

MUESTRA 55 

 

Muestra de investigación 

n = El tamaño de la muestra 

N = Tamaño de la población 

o = Desviación estándar de la población (0,5) 

Z = Valores obtenidos mediante niveles de confianza (95% = 1,96 o al 99% = 2,58) 

e = limite aceptable de error muestral (entre 1% = 0,01 y 9% = 0,09) 

Para poder determinar el tamaño de la muestra de la población se utiliza la técnica del 

muestreo y se aplica la formula donde se establece el total de dicha población la cual es 

objeto de la investigación planteada. 

Los resultados obtenidos para validar el presente trabajo de investigación se los recabo 

mediante encuestas a una muestra de 55 personas, la cual consistía en 10 preguntas, la 
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mencionada encuesta fue realizada a los abogados  que concurren a diario a la Unidad 

Judicial Penal de la Florida, del Consejo de la Judicatura de la ciudad de Guayaquil. 

Así mismo se realizaron entrevistas a dos abogados especializados en Derecho Penal, los 

cuales supieron dar su criterio personal y su enfoque jurídico técnico sobre el 

procedimiento penal abreviado, la entrevista consistió en una serie de diez preguntas, lo 

cual logro que se pudiera constatar la información puesto que en algunas preguntas no 

tuvieron unidad de criterio.  

Realizar una entrevista para un trabajo investigativo se lo conoce también como el 

Método de Expertos puesto que: “es un método orientado a la prospectiva y está basado 

en las opiniones de conocedores del problema que se está investigando. Se constituye en 

herramienta para indagar la validez de un resultado científico y de su aplicación. 

Contribuye a enriquecer y perfeccionar una propuesta”. (Gomez, 2017). 

Encuestas  

Pregunta 1. 

¿Cree usted que se aplique con frecuencia el procedimiento penal abreviado en la 

ciudad de Guayaquil? 

Tabla 1 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 35 63,64 

No 20 36,36 

Total 55 100 

 

Grafico 1 
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Fuente: Investigación de campo 

Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

Interpretación pregunta 1:  

Como se puede apreciar en la pregunta uno de la encuesta realizada el 36,36% de los 

encuestados creen que en la ciudad de Guayaquil no se utiliza con frecuencia el 

procedimiento penal abreviado, mientras que un 63,64% de la ciudadanía encuestada 

creen que se aplica con frecuencia en las Unidades Judiciales Penales este tipo de 

procedimiento en las causas como medio para agilitar la carga procesal. 

Pregunta 2. 

¿Conoce las consecuencias negativas que puede ocasionar al principio de no 

autoincriminación el procedimiento penal abreviado? 

Tabla 2 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 10 18,19 

No 45 81,81 

Total 55 100 

 

Grafica 2 

63,64

36,36

Aplicación

SI NO
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     Fuente: Investigación de campo 

      Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

Interpretación pregunta 2: 

De acuerdo con los datos obtenidos en la pregunta 2 de la presente encuentras, se puede 

apreciar que solo un 18,19% de las personas encuestadas conoce las consecuencias que 

puede causar autoincriminarse en un proceso penal, mientras que el 81,81% 

prácticamente el 90% de los encuestados desconoce que al momento de acogerse a un 

procedimiento penal abreviado están vulnerando el principio de no autoincriminación 

reconocido en la Constitución. 

Pregunta 3. 

¿Cree usted que al aplicar el procedimiento penal abreviado se cumple con las 

garantías al debido proceso? 

Tabla 3 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 19 34,55 

No 36 65,45 

Total 55 100 

 

Grafico 3 

18,19

81,81

Consecuencias negativas

Si No
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          Fuente: Investigación de campo 

            Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

Interpretación pregunta 3:  

En la pregunta 3 de la encuesta realizada a los abogados que concurren a la Unidad Penal 

se constató que existe un alto porcentaje de abogados que creen que el procedimiento 

penal abreviado no cumple con las garantías básicas del debido proceso; el 65,45% de 

encuestados apuntaron a que no se cumple con las garantías del debido proceso, mientras 

que un 34,55%  creen que si cumple con las garantías básicas del debido proceso. 

Pregunta 4. 

¿Considera usted que al no tomar en cuenta a la víctima para la aplicación del 

procedimiento abreviado también se están vulnerando sus derechos?  

Tabla 4 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 54 98,53 

No 1 1,47 

Total 55 100 

 

Grafico 4 

34,55

65,45

Debido Proceso

Si No
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         Fuente: Investigación de campo 

           Autora: Erika Vanesa Luna Cruz  

 

 

Interpretación pregunta 4:  

Del 100% de los abogados encuestados, el 99% manifiestan que al no tomar en cuenta a 

la víctima en un proceso se estarían vulnerado sus derechos, mientras que solo un 1% 

considera que no. Al aceptar la culpa se terminaría el proceso, nadie piensa en la victima 

y en cómo se vulnera su derecho a la defensa y a la tutela efectiva ya que en el 

procedimiento abreviado se toma en cuenta solo la negociación del fiscal con el 

procesado, dejando fuera a la víctima, parte principal de cualquier proceso penal. 

Pregunta 5. 

¿Cree usted que la normativa jurídica del Código Orgánico Integral Penal que 

regula el procedimiento abreviado vulnera la garantía básica de la no 

autoincriminación? 

Tabla 5 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 28 50,90 

No 27 49,10 

Total 55 100 

 

98,53

Vulneración de derechos

Si No



 

41 

 

Grafica 5 

 

             Fuente: Investigación de campo 

               Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

 

Interpretación pregunta 5: 

El 50,90% de encuestados manifestó que si se vulnera la normativa jurídica del Código 

Orgánico Integral Penal que regula el procedimiento abreviado a la garantía básica de la 

no autoincriminación, mientras que un 49,10% de encuestados manifiesta que no. Los 

resultados demuestran que los profesionales del derecho encuestados mantienen la 

opinión en afirmación si existe la vulneración a la garantía básica del debido proceso. 

Pregunta 6.  

¿Considera que sea legal el hecho de convenir que el procesado se incrimine sobre 

los hechos que se le acusa? 

Tabla 6 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 17 30,90 

No 38 69,10 

Total 55 100 

 

Grafica 6 

50,9

49,1

Autoincriminación

Si No
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        Fuente: Investigación de campo 

         Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

 

 

Interpretación pregunta 6: 

En la presente pregunta se puede ver que el 30,9% de los abogados encuestados creen que 

si es legal el convenio que existe en el procedimiento penal abreviado entre el fiscal y el 

procesado, mientras que el 69,1% de abogados encuestados creen que no es legal que 

exista un acuerdo donde la persona procesada se incrimina. Los resultados demuestran 

que no es conveniente que el procesado se incrimine debido a que puede ser perjudicial y 

de eso depende la pena que le den. 

Pregunta 7. 

¿Cree usted necesario se realice una reforma al COIP, para que se incluya un 

proceso normativo claro para el procedimiento abreviado y para las sanciones 

aplicables, de conformidad con el delito? 

Tabla 7 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 50 90,90 

No 5 09,10 

Total 55 100 

 

30,9

69,1

Legal

Si No
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Grafica 7 

 

       Fuente: Investigación de campo 

        Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

 

 

Interpretación pregunta 7:  

De la pregunta realizada acerca de la Reforma al COIP con el fin de que se incluya un 

proceso normativo claro para el procedimiento abreviado, existe un 90,9% que cree que 

es viable la reforma a fin de que no se sigan vulnerando derechos y garantías establecidas 

en la Constitución, mientras que apenas un 9,1% de los encuestados creen que no es 

necesario se realice una reforma al Código Orgánico Integral Penal. 

Pregunta 8. 

¿Considera que es pertinente la derogación del procedimiento abreviado en la 

legislación penal ecuatoriana? 

Tabla 8 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 1 1,47 

No 54 98,53 

Total 55 100 

 

Grafica 8 

90,9

9,1

Reforma

Si No
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         Fuente: Investigación de campo  

           Autora: Erika Vanesa Luna Cruz  

 

 

 

Interpretación pregunta 8:  

A pesar de que en la pregunta anterior la mayoría de abogados encuestados desea se 

reforme el capítulo del procedimiento abreviado en el Código Orgánico Integral Penal, 

no significa que deseen que lo deroguen y eso tenemos de constancia en la actual 

pregunta, puesto del 100% de encuestados, apenas un 1% pide que se derogue esta figura 

jurídica del Código Orgánico Integral Penal, mientras que un 99% de los abogados 

encuestados no creen que lo viable sea que se derogue el procedimiento abreviado. 

Pregunta 9. 

¿Considera usted que un documento de investigación sirva para disminuir el nivel 

de desconocimiento acerca de las consecuencias jurídicas que existen dentro del 

procedimiento abreviado? 

Tabla 9 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 53 96,36 

No 2 3,64 

Total 55 100 

 

1,47

98,53

Derogar

Si No
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Grafica 9 

 

       Fuente: Investigación de campo  

        Autora: Erika Vanesa Luna Cruz  

 

 

 

Interpretación pregunta 9:  

Los encuestados en la pregunta 9 consideraron la mayoría que si sería beneficioso un 

documento de investigación que tenga plasmados los pro y contras del procedimiento 

penal abreviado en la legislación ecuatoriana; es decir el 96% de los abogados 

encuestados creen que un documento de investigación seria de gran ayuda para erradicar 

el desconocimiento jurídico del procedimiento abreviado y un 3% lo cree innecesario. 

Pregunta 10. 

¿Usted como abogado en el libre ejercicio le recomendaría a sus patrocinados 

acogerse al procedimiento penal abreviado en algún delito que haya cometido y que 

no exceda los 10 años como establece el Código Orgánico Integral Penal? 

Tabla 10 

Indicador Numero Porcentaje 

Si 17 30,90 

No 38 69,10 

Total 55 100 

 

96,36

3,64

Documento

Si No



 

46 

 

Grafica 10 

 

        Fuente: Investigación de campo 

        Autora: Erika Vanesa Luna Cruz 

 

 

 

Interpretación pregunta 10:  

La última pregunta de la encuesta a los abogados que concurren a la Unidad Penal del 

Consejo de la Judicatura, los abogados debatieron en criterios. El 30.9% de los abogados 

encuestados aseguran que ellos si recomendarían a sus clientes que se acojan al 

procedimiento abreviado, mientras que un 69.1% cree que esa no es la vía puesto que es 

un mal consejo ya que en juicio tienen la posibilidad de ganar hasta con una nulidad 

procesal. 

Entrevista 

La entrevista se la realizo a dos abogados especializados en Derecho Penal con lo cual se 

logró contrastar los criterios que tienen sobre el Procedimiento Penal Abreviado en el 

Ecuador, los abogados entrevistados fueron, el Dr. Diego Zavala y el Ab. Alberto 

Centeno, abogado en el libre ejercicio en la ciudad de Guayaquil.  

30,9

69,1

Recomendar

Si No
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Resultados de Entrevistas 

En la primera pregunta de la entrevista realizada, el Dr. Diego Zavala supo responder que 

bien se podría vulnerar el derecho a la defensa, a la no autoincriminación, al derecho al 

silencio; dependiendo la argumentación hay varios derechos del debido proceso que 

podrían ser vulnerados, sin embargo, todos ellos son renunciables, puesto que el 

procedimiento abreviado tiene como requisito que el procesado acepte este tipo de 

procedimiento y la pena será impuesta tácitamente renunciando a los derechos ya 

mencionados, así mismo el entrevistado menciona que a criterio propio el único derecho 

irrenunciable en Ecuador es el derecho a la vida.  

Mientras que el Ab. Alberto Centeno cree que el Procedimiento Penal Abreviado vulnere 

derechos reconocidos en la Constitución de la República puesto que el Procedimiento 

Abreviado es una nueva tendencia en el Derecho Penal concretamente en lo que se conoce 

en la doctrina como minimalismo penal en el cual no se violenta la presunción de 

inocencia porque si bien es cierto el procesado reconoce su participación del hecho 

delictivo, no necesariamente con eso se le quita el status de inocencia porque como 

establece la norma la presunción de inocencia solamente es borrada cuando ya hay una 

sentencia ejecutoriada que la establezca por lo cual no cree que haya una vulneración de 

derechos, sino más bien es una ayuda para los fiscales puesto descongestiona la carga 

procesal.  

Respecto a la segunda pregunta el Dr. Diego Zavala manifiesta que el derecho a la no 

autoincriminación, nace en el derecho penal moderno a partir de los tormentos, los 

suplicios que realizaba la iglesia católica para sacar confesiones para luego penar sobre 

ellas a los torturados, por eso el entrevistado cree que hubo necesidad imperiosa de 

consagrar este derecho tan básico, de sentido común, fundamental para cualquier tipo de 
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procedimiento sancionatorio y no solo el penal, mientras que el Ab. Alberto Centeno no 

cree que la no autoincriminación sea fundamental dentro del proceso penal puesto que el 

proceso penal lo busca es el descubrimiento de la verdad y el castigo por una conducta 

delictual sino que también busca la reinserción y la readaptación del individuo en 

sociedad que es algo que no se logra muchas veces con el tema del sistema procesal 

punitivo, por lo cual el entrevistado no considera que la no autoincriminación sea una 

base el proceso penal puesto que lo que se busca es la mejora de la sociedad.  

En la tercera pregunta el entrevistado Ab. Alberto Centeno considera que en Ecuador 

particularmente hay un desconocimiento de la persona en lo que establece muchas veces 

el individuo o procesado no conoce lo que significa un procedimiento abreviado ni cuáles 

son las circunstancias en las cuales va a incurrir por acogerse a él, ni cuál es el alcance, 

pero eso no es un error del procedimiento en sí, eso ya es una falta de concientización, de 

educación que debería impartir el Estado a través de sus defensores públicos en muchos 

casos y también es el rol del abogado defensor el que tiene que indicarle a su patrocinado 

todo el alcance y todo lo que conlleva en si el procedimiento abreviado al individuo que 

más allá de la teoría de que el ciudadano per se debe conocer el procedimiento jurídico, 

eso es una quimera que nunca va a pasar, los ciudadanos no conocen en si el reglamento 

jurídico por más que estén obligados, el entrevistado cree que es muy complicado que 

tengan el adiestramiento en materia de Derecho o que puedan tener realmente un claro 

concepto de las formulas y concepto del Derecho. El Dr. Diego Zavala considera que otro 

derecho del debido proceso es el de contar con asesoría legal y si no puede pagar, el 

Estado está obligado de proveerla así mismo cree que este Derecho Miranda, hace que la 

persona procesada de una u otra forma conozca las consecuencias a las que se somete 

cuando acepta el procedimiento abreviado.  
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Respeto a la cuarta pregunta el Dr. Zavala manifiesta que los fiscales a nivel mundial 

tienen una sobre carga de trabajo abrumadora y esta útil herramienta del procedimiento 

abreviado no solo ayuda a depurar casos sencillos, sino que para ciertos procesados y 

victimas acorta el tormentoso proceso y se puede llegar ágilmente a la reparación y 

rehabilitación, el Ab. Alberto Centeno por su parte considera que el Fiscal si deja a un 

lado su rol investigador al hacer un trato con el procesado pero en otro sentido hay que 

adecuarse a la realidad que vivimos, puesto que el procedimiento penal ordinario es un 

procedimiento engorroso, un procedimiento largo que muchas veces incluso se aglomera 

y no permite que los fiscales muchas veces hacer su trabajo puesto que no se abastece 

entonces el procedimiento abreviado que no es para todos los delitos si influye un poco 

en la descongestión del trabajo del Fiscal para que así pueda dedicarle un poco más de 

tiempo a la investigación de casos más complicados que no estén sujetos al procedimiento 

abreviado, así mismo manifiesta que se reconoce la participación del procesado aceptando 

de cierta manera su participación en el hecho y por lo tanto no considera que el Fiscal 

obre mal al dejar de lado su rol investigador para ofrecer un trato.  

En la quinta pregunta el Dr. Diego Zavala cree que si es justo que se vulnere el derecho 

a guardar silencio para acogerse al procedimiento abreviado ya que según el entrevistado 

uno no está obligado a ejercer sus derechos, mientras que el Ab. Alberto Centeno 

sentencia que si le parece justo que una persona procesada vulnere su derecho a guardar 

silencio porque a criterio personal del entrevistado es un acto volitivo en el cual una 

persona debe ser adiestrada sobre la realidad de su caso y si el considera necesario y si 

considera que ha incurrido en una falta y quiere redimirse aceptando el castigo impuesto 

por el sistema jurídico judicial no vulnera su derecho puesto es un acto de la voluntad por 

tal razón no sería injusto puesto el procesado está tratando de redimirse.  
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Con respecto a la sexta pregunta el Dr. Diego Zavala manifiesta que no podría dar criterio 

alguno sobre eso puesto que los abogados se ciñen solo a la verdad procesal, mientras que 

el Ab. Alberto Centeno manifiesta que él no considera que una persona que no haya 

participado en un acto punible se pueda hacer responsable del mismo, pero así mismo 

cree que ese no es un problema del sistema como tal que es cuestión personal de cada 

individuo puesto de ser el caso iría hasta las últimas consecuencias para demostrar su no 

responsabilidad pero cada situación es distinta y hay personas que si se acogen a ese 

sistema por el hecho de no pasar un proceso engorroso o por tener una pena mínima por 

el hecho de que no tenga una buena situación económica para poder enfrentar todo lo que 

conlleva un proceso penal. Más que ser un problema para el proceso penal es un problema 

del sistema judicial nacional.  

En la séptima pregunta el Dr. Diego Zavala manifiesta que no cree que el procedimiento 

abreviado vulnere derechos y así mismo no cree que sea una solución a la carga procesal 

de jueces y fiscales del país que solo es una figura legal más, así mismo cree que es sirve 

de herramienta para solucionar ciertos problemas del aparato legal, el Ab. Alberto 

Centeno considera que el procedimiento abreviado si puede dar una solución a la carga 

procesal, no la solución final pero si una solución que conlleva la descongestión un tanto 

la labor de los fiscales y jueces.  

En la octava pregunta el Ab. Alberto Centeno manifiesta que para lograr la no 

autoincriminación dentro del procedimiento penal abreviado debería eliminarse el 

requisito de la autoincriminación dentro del mismo, uno puede aceptar el procedimiento 

sin tener la necesidad de reconocer su participación en el hecho, el entrevistado cree que 

si podría ser viable el acogerse al procedimiento abreviado sin la necesidad de 

autoincriminarse, mientras que el Dr. Diego Zavala establece que no existe la 
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autoincriminación en el procedimiento penal abreviado y que si va a Fiscalía y confiesa 

se hace un procedimiento normal. 

El Dr. Diego Zavala en la novena pregunta considera que en el procedimiento penal 

abreviado si se respetan los requisitos y sus formalidades, mientras que el Ab. Alberto 

Centeno establece que no considera en su totalidad que las autoridades cumplan y 

respeten los requisitos y formalidades, puesto que lamentablemente vivimos en un 

sistema penal muy informal a pesar de lo riguroso que es el sistema procesal penal y cree 

que aún hay mucho que trabajar con respecto a eso por lo cual el entrevistado no cree que 

se cumpla a cabalidad con las formalidades del caso establecido. 

En la décima pregunta el Ab. Alberto Centeno manifiesta que cuando se da la 

autoincriminación de una persona que muchas veces suele ser inocente la principal razón 

es la falta de recursos económicos, es el miedo a afrontar una pena, muchas veces por el 

hecho económico, recordando que los abogados penales en este país son caros y son muy 

pocos los que realizan una defensa técnica efectiva cuando hacen casos gratuitos, además 

que el rol de los defensores públicos en el país en muchos casos da mucho que desear 

puesto que simplemente aplican los elementos más básicos y no realizan una defensa 

técnica bien elaborada de los casos que tienen, el entrevistado cree que esa falta de 

recursos es la principal razón por lo que muchos individuos se autoincriminen porque no 

cuentan con una buena asesoría jurídica al momento que atraviesan un procedimiento 

penal abreviado, por último el Dr. Diego Zavala considera que la principal causa por la 

cual una persona se somete al procedimiento abreviado es por el arreglo con la víctima, 

para así poder alcanzar fácilmente la suspensión condicional de la pena.  
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Conclusiones  

La prohibición de no autoincriminación dentro del procedimiento abreviado se ve 

vulnerada conjuntamente con el derecho a guardar silencio, puesto que en la negociación 

de la pena la persona acepta su responsabilidad dentro del hecho punitivo. La 

autoincriminación va de la mano con la negociación de la pena, si una persona acepta su 

participación de un hecho delictivo puede obtener hasta u tercio del máximo de la pena, 

si por el contrario fiscalía prueba su participación puede tener una pena superior a la que 

le brinda el procedimiento abreviado. La inocencia de una persona no se presume, ni se 

negocia; lo que en verdad se debería presumir es su participación delictiva. El principio 

de la prohibición de autoincriminación es irrenunciable e imprescriptible ya que se 

constituye como un derecho humano si está siendo obligado a declarar en su contra a 

pesar de que haya un acuerdo judicial vulnera derechos reconocidos constitucionalmente 

y un acuerdo no puede estar por encima de la norma suprema del país.  

Aunque el procedimiento penal abreviado se configura como un mecanismo de celeridad 

procesal, permite el ablandamiento de derechos, principios y garantías, tales como: 

contradicción, inocencia, no autoincriminación, juicio previo, entre otros. 

Del caso estudiado se pudo establecer que los procesados se acogieron en primera 

instancia al procedimiento abreviado colaborando con la fiscalía de manera que se le 

bajara la pena aceptando la culpa, a pesar de eso la Procuraduría General del Estado no 

lo acepto porque creía que los procesados podían aportar más al proceso. Los elementos 

más importantes que se pudieron distinguir en la resolución de la Corte Constitucional  es 

que no consideran que se vulnero ningún derecho por cuanto la Procuradora General del 

Estado presento extemporáneamente el recurso de casación de acuerdo a los antecedentes 

del proceso.



 

 

 

 

Bibliografía 

Aguilar Lopez, M. A. (2015). Presunción de inocencia, derecho humano en el sistema 

penal acusatorio. Mexico: Anaya . 

Aguirre, S. (2001). El juicio penal abreviado. Buenos Aires: Abelardo-Perrot Editorial. 

Anitua, G. (2013). la importancia de mecanismos consensuales del proceso 

estadounidense, en las reformas procesales de latinoamerica. Buenos Aires: 

Departamento de Derecho Penal y Criminología Universidad de Buenos Aires. 

Avila Santamaría, R. (2013). La (in) justicia penal en la democracia constitucional de 

derechos. Una mirada desde el garantismo penal. Quito: EDLE S.A, Universidad 

Andina Simón Bolivar. 

Beccaria, C. (1955). De los Delitos y de las Penas. Bogota: Temis. 

Bermudez Coronal, E. (2001). Debido proceso: prision preventiva y amparo de libertad 

en el contexto de los derechos humanos. Cuenca: Projusticia . 

Binder, A. (2013). Justicia Penal y Estado de Derecho . Santa Fe: Waldhuter. 

Causa 1112120120288. (2012). Proceso por Transportacion Ilegal de Combustibles. 

Obtenido de Corte Provincial de Justicia de Loja : 

http://consultas.funcionjudicial.gob.ec/informacionjudicial/public/informacion.js

f 

Caza , C. (2017). El procedimiento abreviado; la necesidad de cumplir con el principio 

de carga de prueba. Quito: UDLA. 

Chiesa, E. (1992). Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos. Bogota: 

Ed. Forum. 

Constitución Española. (31 de octube de 1978). Obtenido de 

https://www.boe.es/legislacion/documentos/ConstitucionCASTELLANO.pdf 

Convencion Americana sobre Derechos Humanos . (noviembre de 1969). Convencion 

Americana Sobre Derechos Humanos. Obtenido de 



 

 

 

https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-

32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm 

Convención de Viene. (23 de mayo de 1969). Convencion de Viena sobre el Derecho de 

los Tratados. Obtenido de 

https://www.oas.org/xxxivga/spanish/reference_docs/convencion_viena.pdf 

Corte Constitucional . (16 de 08 de 2017). Sentencia N. 255-17-SEP-CC. Obtenido de 

http://portal.corteconstitucional.gob.ec/Raiz/2017/255-17-SEP-

CC/REL_SENTENCIA_255-17-SEP-CC.pdf 

Corte Nacional de Justicia. (22 de abril de 2016). Resolucion 02-2016. Obtenido de En el 

Procedimiento Abreviado, La Sentencia de Condena a Pena Privativa de Libertad, 

no es Susceptible de Suspensión Condicional: 

http://www.dspace.uce.edu.ec/bitstream/25000/9781/1/T-UCE-0013-Ab-55.pdf 

Declaración de los Derechos Humanos y del Ciudadano. (1789). Obtenido de conseil-

constitutionnel.fr 

Ferrajoli, L. (2005). Derecho y Razon. Teoria del garantismo penal. Madrid: Trotta. 

Langbein, J. (1979). Understanding the Short History of Plea Bargaining. Obtenido de 

Faculty Scholarship Series: 

http://digitalcommons.law.yale.edu/cgi/viewcontent.cgi?article=1545&context=f

ss_papers> 

Langer, M. (2013). La dicotomía acusatorio-inquisitivo y la importación de mecanismos 

procesales de la tradición jurídica anglosajona. Obtenido de algunas reflexiones 

a partir del procedimiento abreviado: 

www.incipp.org.pe/modulos/documentos/archivos/acusatorioinquisitivo.pdf 

Maier J. (2014). Antologia - Procedimiento Penal Contemporaneo.  

Montañez, J. (2013). la negociacion en el proceso penal. Colombia : Revista de la 

Universidad Externado de Colombia . 

Narvaez, M. (2003). Procedimiento Penal Abreviado . Quito . 



 

 

 

ONU. (10 de diciembre de 1948). Declaración Universal de Derechos Humanos. 

Obtenido de 

https://www.ohchr.org/en/udhr/documents/udhr_translations/spn.pdf 

Perez, L. (2018). El procedimiento abreviado y sus garantias basicas. Ambato: Uniandes. 

Reyna, L. (2015). La defensa del imputado. Lima : Jurista editoriales . 

Roxin, C. (2005). Libertad de autoincriminacion y proteccion de la persona del imputado 

en la jurisprudencia alemana reciente. Buenos Aires: Editoriales del Puerto. 

Santillan Molina, A. (2015). Mas Alla de la Duda Razonable. Santo Domingo: Uniandes. 

Schunemann, B. (2002). ¿Crisis del procedimiento penal? ¿Marcha triunfal del 

procedimiento penal americano en el mundo? Madrid: Tecnos editorial. 

Sentencia N. 067-15-SEP-CC, Caso N. 0859-13-EP (Corte Constitucional 11 de marzo 

de 2015). 

Vaca, R. (2009). Manual de Derecho Procesal Penal. Quito : Corporacion de Estudios y 

Publicaciones . 

Zavala Baquerizo, J. (2004). El Sistema Procesal Penal . Guayaquil: Edino. 

Zavala Baquerizo, J. (28 de marzo de 2008). Procedimeinto Abreviado. Obtenido de 

Revista Juridica UCSG: https://www.revistajuridicaonline.com/2008/03/el-

procedimiento-abreviado/ 

  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXOS 

 

 



 

 

 

 

 

Encuesta realizada para la comunidad legal que concurre a diario a la Unidad 

Judicial Penal de la ciudad de Guayaquil, Provincia de Guayas. 

Con el objetivo de investigar que piensan los abogados especializados en derecho 

penal, sobre el procedimiento penal abreviado y la prohibición de autoincriminarse. 

De su respuesta dependerá el éxito de la investigación.  

Responda las siguientes preguntas con una X en donde crea que corresponda:  

1. ¿Cree usted que se aplique con frecuencia el procedimiento penal abreviado en la 

ciudad de Guayaquil? 

                                              SI                       NO   

2. ¿Conoce las consecuencias negativas que puede ocasionar al principio de no 

autoincriminación el procedimiento penal abreviado? 

                                             SI                          NO 

3. ¿Cree usted que al aplicar el procedimiento penal abreviado se cumple con las garantías 

al debido proceso? 

                                            SI                           NO 

4. ¿Considera usted que al no tomar en cuenta a la víctima para la aplicación del 

procedimiento abreviado también se están vulnerando sus derechos? 

                                           SI                            NO 

5. ¿Cree usted que la normativa jurídica del Código Orgánico Integral Penal que regula 

el procedimiento abreviado vulnera la garantía básica de la no autoincriminación? 

                                         SI                             NO 



 

 

 

6. ¿Considera que sea legal el hecho de convenir que el procesado se incrimine sobre los 

hechos que se le acusa? 

                                          SI                             NO 

7. ¿Cree usted necesario se realice una reforma al Código Orgánico Integral Penal, para 

que se incluya un proceso normativo claro para el procedimiento abreviado y para las 

sanciones aplicables, de conformidad con el delito? 

                                         SI                               NO 

8. ¿Considera que es pertinente la derogación del procedimiento abreviado en la 

legislación penal ecuatoriana? 

                                        SI                                NO 

9. ¿Considera usted que un documento de investigación sirva para disminuir el nivel de 

desconocimiento acerca de las consecuencias jurídicas que existen dentro del 

procedimiento abreviado? 

                                        SI                              NO 

10. ¿Usted como abogado en el libre ejercicio le recomendaría a sus patrocinados 

acogerse al procedimiento penal abreviado en algún delito que haya cometido y que no 

exceda los 10 años como establece el Código Orgánico Integral Penal? 

                                       SI                              NO 

 

 

Gracias por su colaboración.  

 



 

 

 

 

Guía de entrevistas 

1. ¿Considera que el procedimiento penal abreviado vulnera derechos que reconoce 

la Constitución de la Republica? 

2. ¿Cree que la no autoincriminación dentro de un proceso penal es fundamental? 

3. ¿Considera usted que la persona que atraviesa por un procedimiento abreviado 

desconoce las consecuencias jurídicas que implica acogerse a un procedimiento 

de esta clase? 

4. ¿Cómo ve el hecho de que el fiscal deje de hacer su trabajo investigador al 

ofrecerle un trato a una persona procesada?  

5. ¿Le parece justo que una persona que está siendo procesada vulnere su derecho a 

guardar silencio para acogerse al procedimiento abreviado? 

6. ¿Cómo considera el hecho de que una persona se autoincrimine sin muchas veces 

ser culpable con el único fin de salir rápido de ese proceso engorroso? 

7. ¿Cree usted que el procedimiento abreviado es una solución a la carga procesal de 

jueces y fiscales, aunque eso implique vulnerar derechos de los que están siendo 

procesados?  

8. ¿Cuál cree usted que es la solución adecuada para lograr la no autoincriminación 

dentro del procedimiento abreviado? 

9. ¿Considera usted que actualmente las autoridades judiciales solicitan el 

cumplimiento de formalidades cuando se interpone un procedimiento abreviado? 

10.  ¿Cuál cree usted que es la principal causa por la cual una persona se autoincrimina 

dentro de un proceso de investigación? 


